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1. INTRODUCCION

La Ley francesa de 9 de febrero de 1994 (1), en la que se contienen di-
versas disposiciones en materia de urbanismo y construccién, modifica el
Cédigo de Urbanismo del vecino pais y, en particular, da nueva redaccién
al libro VI de dicho cédigo, que recoge, segiin su ribrica, las «disposicio-
nes relativas al contencioso de urbanismon.

En el contexto minucioso del referido cé6digo, estas disposiciones sobre
el recurso contencioso-administrativo en materia de urbanismo tratan so-
bre una seric de problemas particulares que se pueden plantear en dicho
contencioso, aunque mayormente constituyen una especificacion para el
ambito propio del urbanismo de problemas propios del contencioso-admi-
nistrativo en general, En Espafia, no existen normas especificas semejan-
tes aunque, en la practica, se plantean problemas similares a los que el C6-
digo francés pretende dar respuesta, pudiendo comparar las soluciones
adoptadas en ambos ordenamientos.

2. IMPUGNACION INDIRECTA DEL PLANEAMIENTO

En primer lugar, el articulo L. 600-1 del cédigo, redactado por la citada
ley, dispone que «la ilegalidad por vicio de forma o de procedimiento de

(1) Publicada cn el «Diario Oficial de la Reputblica Francesa» («Journal Officiel de la
République Frangaise») de 10 febrero de 1994.
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un plan director, de un plan de uso del suelo o de un documento de urba-
nismo no puede ser invocada por via de excepcién una vez transcurridos
seis meses a contar desde el inicio de la vigencia del documento en cues-
tidn», a lo que anade que «las disposiciones del parrafo anterior son igual-
mente aplicables al acto que prescribe la elaboracion o la revision de un
documento de urbanismo o que crea una zona de urbanizacién concerta-
da». Sin embargo, ¢l ultimo parrafo del precepto contiene una excepcién,
consistente en que «los dos parrafos precedentes no son aplicables cuando
el vicio de forma afecte bien a la ausencia de puesta a disposicién del pu-
blico de los planes directores en las condiciones previstas en el articulo
L. 122-1-2; bien al desconocimiento sustancial o la violacién de las reglas
de la informacioén publica sobre los planes de uso del suelo que prevé el ar-
ticulo L. 123-3-1; o bien a la ausencia del informe de presentacién o de los
documentos graficos».

Este precepto plantea cl problema de la impugnacién indirecta del pla-
neamiento, lo que tiene relacion con el problema general de la impugna-
ci6én indirecta de reglamentos, calificacién que merecen los planes de urba-
nismo segin la doctrina mayoritaria —GONZALEZ PEREZ (2), CARCELLER
FERNANDEZ (3) y GARCiA DE ENTERRIA (4), entre otros (5)— y la jurispruden-
cia (STS 8 de mayo de 1968, Ar. 2.548; 26 de enero dc 1970, Ar. 229; 4 de
noviembre de 1972, Ar. 4.692; v 27 de marzo de 1991, Ar. 2.226), al incor-
porarse al ordenamiento juridico y permanecer su fuerza vinculante sin
que se agote su eficacia con una sola aplicacién. Esto es, a menudo en el
recurso contencioso-administrativo (francés o espanol) al impugnar un de-
terminado acto administrativo, en matcria de urbanismo o en otra materia,
se pide su anulacién por la ilegalidad de las disposiciones reglamentarias
aplicadas v, en materia de urbanismo, por la ilegalidad del planeamiento
aplicado. Por cjemplo, al ser objeto de recurso contencioso-administrativo
la denegacién de una licencia de edificacion, una sancién urbanistica o in-
cluso el justiprecio fijado por la expropiacién de una finca cn ejecucién del
planeamiento urbanistico sc pide la estimacion del recurso y consiguiente
anulacién del acto recurrido por no ser conforme a Derecho el planeamien-
to en que se ampara la Administracién para dictar el acto cuestionado. En
Espania, ecsta posibilidad aparece contemplada en el articulo 39.2 de la Ley
de la Jurisdiccién Contencioso-Administrativa, al indicar que «sera admisi-
ble la impugnacién de los actos que se produjeren en aplicacién de las mis-
mas (las disposiciones reglamentarias), fundada en que tales disposiciones
no son conformes a Derecho», lo que se conoce como recurso indirecto
contra los reglamentos.

La jurisprudencia espafola ha tenido ocasién de conocer de diversos

(2) Jests GoNZALEZ PEREZ, Comentarios a la Ley del Suelo, Ed. Civitas.

(3) Instituciones de Derecho Urbanistico, Madrid, 1984, pags. 98 y ss.

(4) Eduardo Garcia DE ENTERRIA v Luciano PAREIO ALFONSO, Lecciones de Derecho ur-
banistico, 11, Madrid, 1981, pag. 302.

(3) Un completo estudio sobre ¢l particular puede encontrarse en VILLAR EZCURRA, Ent
torno a la naruraleza juridica de los Planes de Urbanismo, «Revista de Derecho Urbanisti-
co», nam, 64, pags. 13 y ss.
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supuestos de impugnacién indirecta del planeamiento (6). Asi, por ejem-
plo, la sentencia del Tribunal Supremo de 15 de junio de 1983 (Ar. 3.530)
indica, en su considerando 5.°, «que teniendo los planes parciales naturale-
za normativa, segin se ha reconocido en jurisprudencia tan constante que
se hace innecesaria su cita ... no existe obstaculo para que el problema de
la subsistencia de las licencias pueda ser decidido por la via de la impug-
nacién indirecta del acto normativo —plan parcial en este caso— que le
sirve de fundamento, sin necesidad de una previa declaracién de invalidez
de dicho acto, obtenida a través de un proceso diferente». En parecido sen-
tido se muestra la scntencia de 23 de mayo de 1985 (Ar. 2.942), segtn la
cual «si el instrumento de la reparcelacién es un acto de aplicacién de un
plan parcial, y éste, como el resto de los planes, responde a los caracteres
propios de las disposiciones de caracter general, segin una reiterada juris-
prudencia —entre otras, sentencias de 26 de enero de 1970 (Ar. 229), 4 de
noviembre de 1972 (Ar. 4.692), 10 de junio de 1977 (Ar. 3.358), 11 de mayo
de 1979 (Ar. 2.450) y 29 de septiembre de 1980 (Ar. 3.463)— apoyada en
preceptos como los contenidos en los articulos 55 y 57 de la vigente Ley
del Suclo (el Texto Refundido de 1976); si esto es asi, es evidente que,
como los puntos fundamentales de no aprobacién de esta reparcelacién se
refieren a violaciones urbanfsticas provenientes, cn su mayoria, o totali-
dad, del plan parcial que le sirve de base, es posible una impugnacién indi-
recla del mismo, a través del acto de aplicacién». En esta linea, la senten-
cia de 22 de octubre de 1986 (Ar. 6.572) admite la impugnacién directa de
un estudio de detalle a través del acto administrativo que se produce en su
aplicacién individual, consistente en una licencia de obras; v la sentencia
de 29 de octubre de 1986 (Ar. 7.728) admite la impugnacién indirecta de
un plan parcial a través de la aprobacién definitiva del proyecto de urbani-
zacién. Asimismo, la sentencia de 15 de diciembre de 1986 (Ar. 1.052) ad-
mite la impugnacién indirecta de un proyecto de delimitacién de suelo ur-
bano a través de la improcedencia de la delimitacién de una unidad de
actuacién; la de 7 de febrero de 1987 (Ar. 2.750) aprecia la impugnacién
indirecta de un plan parcial a través de los condicionantes impuestos a
una licencia de obras; la de 7 de julio de 1987 (Ar. 6.859) considera la im-
pugnacién indirecta del plan general en la delimitacién del suelo urbaniza-
ble programado por un plan parcial; y la sentencia de 22 de encro de 1988
(Ar. 330) estima la impugnacién indirecta de normas subsidiarias de pla-
neamiento a través de una aprobacién definitiva de un plan parcial.

Es posible también alegar la nulidad del planeamiento legitimador al im-
pugnar el acuerdo del Jurado Provincial de Expropiacién sobre el justo pre-
cio de la expropiacion que trac como causa aquel planeamiento. En este sen-
tido, la sentencia del Tribunal Supremo de 22 de septicmbre de 1986
(Ar. 4.799) examina un supuesto en ¢l que por nulidad del plan urbanistico
que, como tal, deberia conllevar implicitas la declaracién de utilidad publica

(6) Recoge algunos interesantes pronunciamentos la obra de Luis LavaNA LAzaro, Las
deficiencias en la tramitacién v formacidn de los planes de ordenacion urbana en la jurispru-
dencia, Ed. Civitas, Madrid, 1991.
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y la necesidad de ocupacioén, «falta la causa legitimadora de la expropiacién
v consecuentemente la misma carece de justificacién para desplegar con efi-
cacia juridica los efectos del instituto juridico de la expropiacioén ... hacien-
do, como consecuencia, que los actos derivados o consecuentes de aquél,
cuya nulidad ha sido decretada, devengan cn ineficaces por carencia de la
apoyatura juridica que les dota de eficacia frente a los administrados ... A lo
que antecede no es obstaculo el que los actos recurridos sean los acuerdos
del Jurado Provincial de Expropiacién determinantes del justo precio de la
finca expropiada, pues la recurrente ya postul6 del citado 6rgano tal declara-
cién de inexistencia de la causa legitimadora de la expropiacién y que el Ju-
rado no resolvié por entender, acertadamente, que su mision se agota con la
fijacién del justiprecio, reproduciéndose tal peticion en via jurisdiccional ...
invocandose la reiterada doctrina de esta Sala conforme a la cual el expe-
diente de expropiacién c¢s uno aunque conste de varias piezas y con el acto
final del mismo, que suele ser la tasacién de la finca expropiada, pueden im-
pugnarsc tanto la valoracién como la legitimacién de la expropiacién, sin la
cual carece de validez juridica el acuerdo valorativo y tal legitimacién ha de
existir no sélo al iniciarse las actuaciones sino que ha de permanecer hasta
la consumacién, por lo que» se confirma la anulacién del acuerdo del Jura-
do. Lo anterior sc apoya, aparte de en las normas generales, en la previsién
del articulo 126 de la Ley de Expropiacion Forzosa de que el recurso conten-
cioso-administrativo pueda fundarse, en todo caso, en omisién o violacién
de preceptos legales, o infracciones procedimentales. En definitiva, es ya
doctrina jurisprudencial consagrada que siempre sera posible, ante un acto
de aplicacién de un plan de ordenacién urbana, interponer recurso conten-
cioso-administrativo fundado en que el plan no es conforme a Derecho.

El Cédigo francés aplica el mismo régimen que a los planes urbanisti-
cos a otros documentos de urbanismo, aunque no tengan caracter norma-
tivo, y, en particular, al acto que prescribe la elaboracién o la revisién de
un documento de urbanismo o que crca una zona de urbanizacién concer-
tada. En Espaha, GONZALEZ PEREZ (7) obscrva que «si frente a esta tesis
normativa del plan prevaleciere la de la naturaleza de acto administrativo
del mismo, la no impugnacién del mismo dentro de los plazos comportaria
la imposibilidad de un planteamicnto ulterior de su posible legalidad. Ju-
garia plenamente la excepcién de acto confirmatorio, con todas sus limita-
ciones». Y, si bien hay que admitir, en general, la naturaleza normativa del
plan y, por tanto, la posibilidad de impugnacién indirecta, «en cuanto el
acto ulterior no sea mas que cjecucién de uno de los aspectos singulares
del plan, la impugnacién de aquél no debe suponer la posibilidad de re-
plantear la ilegalidad del plan de ordenaciéon». En concreto por lo que se
refierc a la impugnacién del justiprecio por la nulidad de un acto previo,
generalmente en materia urbanistica, legitimador dc la expropiacion,
ECHENIQUE (8) nos muestra la existencia de tres hitos fundamentales en la

(7) Comentarios a la Ley del Suelo.
(8) Los recursos en la Ley de Expropiacion Forzosa, nim. 97 de esta REVISTA, 1982,
pags. 73 v ss.
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evolucién jurisprudencial. Una primera posicién, representada, entre
otras, por la sentencia de 26 de febrero de 1972 (Ar. 931), sienta la doctri-
na de que la infraccién denunciable a través de la via de recurso que abre
el articulo 126 LEF se limita a la pieza de justiprecio, ya que c¢n otro caso
darfa lugar a una revisién contencioso-administrativa de actuaciones ad-
ministrativas que son ajenas al contenido y alcance del concreto expedicn-
te en que sc¢ ha dictado el acuerdo impugnado, cfectuandosc asf una re-
visién judicial sin tener en cuenta las condiciones procesales de tiempo,
forma y competencia del recurso, por lo que no se admite la impugnacién
del justiprecio por la supuesta nulidad del Decreto que declara la urgencia
de las obras ni los proyectos de urbanizacién, «debiendo la Sala tener por
validos y plenamente eficaces mientras no se produzca su expresa nulidad
acordada por 6rgano competente». «Se concluye asf —nos aclara ECHENL-
QUE— con la tesis de la inadmisibilidad de la revisién de los presupuestos
de validez y ejercicio de la expropiacién». Por el contrario, otro sector de
la jurisprudencia, manifestado en la sentencia de 2 de abril de 1971
(Ar. 1.630), relativa a la impugnacién del justiprecio por falta de aproba-
cién definitiva del proyecto de obras que implica la declaracién de utilidad
publica y necesidad de ocupacion, extiende la funcién revisora del justipre-
cio a decidir si existe o no ¢n el expediente no ya infraccién de los precep-
tos de la LEF sino infraccién del ordenamiento juridico en general, inclu-
vendo la revisién de la existencia o no de declaracién de utilidad publica,
considerando que los vicios de nulidad son imprescriptibles y su aprecia-
cion cs prioritaria a otras cuestiones (9). Una tercera posicién, que ECHENI-
QUE denomina ccléctica, es apuntada por la sentencia de 15 de octubre de
1971 (Ar. 4.019), admitiendo la firmeza del acto legitimador de la expro-
piacién por no haber sido recurrido ¢n tiempo y forma y sosteniendo que
los vicios de los actos previos legitimadores no pueden aducirse por ser
casi siempre firmes, por entender que «el articulo 126 de la Ley, cfectiva-
mente, permite al impugnar el justiprecio, alegar todos los vicios de forma
e infracciones legales, pero naturalmente referidos a las actuaciones del
expedicnte expropiatorio, mas no los actos previos legitimadores que hu-
bieren adquirido firmeza», caso de la aprobacién por el Ayuntamiento de
la ampliaciéon de un cementerio, acuerdo que motiva el expediente expro-
piatorio pero que no se incluye dentro del mismo. Para ECHENIQUE, «la ad-
misién de csta tesis, la mas ortodoxa, no produce indefensién, porque ...
no es preciso esperar a la finalizacién del expedicnte para recurrir, cuando
no concurren los requisitos necesarios de los actos legitimadores, al ampa-
ro del articulo 125 de la Ley».

Como regla general, el precepto del Cédigo francés, objeto de comenta-

(9) Algunas sentencias del Tribunal Supremo han entendido que ¢l examen de las
causas de inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo es siempre preferente al
de la nulidad (STS 8 de octubre de 1979, 31 dec cnero de 1980 v 8 de febrero dc 1983), la
mayoria ha admitido la preferencia de la nulidad sobre algunas de ellas (STS 11 de junio
de 1970, 15 de febrero de 1977 v 24 de febrero de 1979) pero no sobre la caducidad, e, in-
cluso, algunas sentencias dan prevalencia en todo caso al examen de la nulidad (STS 20 de
noviembre de 1963, 22 de dicicmbre de 1986 y 22 de mayo de 1987).

305



FRANCISCO GARCIA GOMEZ DE MERCADO

rio, sicnta la de la irrelevancia de los vicios formales del plancamiento en
los recursos contra los actos dictados en su aplicacién «una vez transcurri-
dos seis meses a contar desde el inicio de la vigencia del documento en
cuestién», pudiendo entender que, por su transcurso, tales vicios quedan
convalidados. En este sentido, en Espafia se ha venido a limitar el recurso
indirecto contra reglamentos a las infracciones de caracter material o sus-
tantivo, de modo que las irregularidades cometidas en el procedimiento de
elaboracién de un reglamcento no son alegables en dicho recurso, lo que se
justifica bien en la dificultad de probar tales irregularidades (ya que el ex-
pediente que en tal recurso se envia a la Sala es el del acto de aplicacion,
no el del reglamento aplicado), bien en el hecho de que tales irregularida-
des no son determinantes de la nulidad de pleno Derecho, por lo que de-
ben entenderse convalidadas por ¢l transcurso del plazo de interposicion
del recurso directo. Este criterio jurisprudencial fue criticado por
GONZALEZ PEREZ (10) por entender que «el hecho de que el recurso indirec-
to se dirija contra ¢l acto de aplicacién de la disposicién gencral no debe
ser obsticulo a que, entre los motivos que se invoquen para demostrar que
ésta no es conforme a Derecho (art. 39.2 LICA), figuren los vicios de proce-
dimiento, sobre todo teniendo en cuenta el caracter preferente que tienen,
por ser de orden publico, las cuestiones procedimentales. Sin embargo, la
jurisprudencia, superando algunos pronunciamientos, que estimaban la
impugnacién indirecta del reglamento por omisién del dictamen del Con-
sejo dc Estado (STS 19 de octubre y 6 y 12 de noviembre de 1962, 9 de fe-
brero y 12 de marzo de 1963 y 28 dec enero de 1964), ha venido a confir-
mar y reiterar la improcedencia de invocar como fundamento del recurso
indirecto las posibles infracciones de procedimiento en que se hubiese in-
currido al elaborar el reglamento (STS 24 de diciembre de 1977, Ar. 3.541;
3 de noviembre de 1986, Ar. 7.735; 29 dc octubre de 1987, Ar. 7.438; 7 de
junio de 1988, Ar. 4.601; 27 de marzo de 1991, Ar. 5.647; 18 de junio de
1992, Ar. 5.920; 11 de mayo de 1993, Ar. 3.612; y 17 de noviembre de 1993,
Ar. 8.220).

Con todo, cl articulo L. 600-1 del cé6digo de urbanismo de nuestro veci-
no pais exceptia de la limitacién en la alegacién de vicios formales del pla-
neamiento ciertos supuestos en que el vicio puede considerarse como esen-
cial. Tal es el caso de la ausencia de puesta a disposicién del pablico de los
planes directores cn las condiciones previstas, el desconocimiento sustan-
cial o la violacién de las reglas de la informacién publica sobre los planes
de uso del suelo, y la ausencia del informe de presentacién o de los docu-
mentos graficos. Es decir, en ciertos casos de graves infracciones formales,
no existe limitacién temporal para la impugnacion indirecta del planea-
miento.

En Espafa, de acuerdo con la doctrina jurisprudencial, antes expuesta,

(10) En Una exclusion del recurso contencioso-admiinistrativo por via jurisprudencial:
el control de los vicios de procedimiento en la elaboracion de disposiciones generales, «Revis-
ta Espafiola de Derecho Administrativo», nam. 9, pags. 345 v ss., v en Comentarios a la Ley
de la Jurisdiccién Contencioso-Adniinistrativa, 2.% ed., Ed. Civitas, pags. 554 y ss.
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que excluye la impugnacién indirecta por defectos formales por entender
que no existe nulidad de pleno Derecho sino anulabilidad, convalidable
por el transcurso del tiempo, podria llegarse a una conclusién parccida a
la de la legislacién francesa en supuestos que pudieran calificarse de nuli-
dad de pleno Derecho.

Un primer supuesto podria ser la infraccién del principio de publici-
dad. Como normas que son, los planes urbanisticos, se someten al princi-
pio de publicidad que para las mismas establece el articulo 9.3 de la Cons-
titucién, principio recogido en el articulo 2.1 del Cédigo Civil y el articulo
132 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958 (vi-
gente todavia en este punto). En particular, el articulo 70.2 de la Ley de
Bases de Régimen Local, de 2 de abril de 1985 (modificado por la Ley de
30 de diciembre de 1994), dispone que «las ordenanzas, incluido el articu-
lado de las normas de los planes urbanisticos, asi como los acuerdos co-
rrespondientes a estos cuya aprobacién definitiva competa a los entes loca-
les, se publican en el Boletin Oficial de la Provincia y no entran en vigor
hasta que se haya publicado completamente su texto y haya transcurrido
...», estando disponibles para los ciudadanos copias completas de los pla-
nes. Esta modificacién recoge la doctrina sentada por el Tribunal Supremo
en, entre otras, su sentencia de 10 de abril de 1990 (Ar. 3.593). En esta
linea, las sentencias del Tribunal Supremo de 19 de febrero de 1990
(Ar. 1.324) y 1 de diciembre de 1992 (Ar. 9.737), en relacién con la impug-
nacién indirecta de las licencias urbanisticas, indican que «va de suyo que
esta ordenacion (en que se ha de amparar la licencia) ha de estar vigente,
lo que dada la naturaleza normativa de los planes exige no sélo que haya
culminado su tramitacién a través de la aprobacién definitiva sino que se
haya producido su publicacién, articulos 9.3 de la Constitucion, 45 y 46 del
Texto Refundido de la Ley del suelo y hoy muy especialmente 70.2 de la
Ley Rcguladora de las Bases del Régimen Local. En este sentido se ha pro-
ducido una muy frondosa jurisprudencia: Ss. 19 de enero de 1987
(Ar. 1.778), 8 de julio, 22 de scptiembre, 16 de octubre (Ar. 5.592, 6.609,
7.368 y 8.186) y 13 de noviemnbre de 1989, 29 de encro de 1990 (Ar. 356),
etc.» Particular interés tienc la sentencia del alto tribunal de 10 de abril de
1990 (Ar. 3.593) que, en una impugnacién indirecta del planeamiento, en
el recurso contencioso-administrativo contra la denegacién de una licencia
de construccién, establece que «tal falta de publicacién (del plan) impedia
la entrada en vigor del plan que por tanto no podia servir de fundamento
para la denegacién de la licencia litigiosa cuyo otorgamiento con arrcglo al
planeamiento anterior era procedente».

Otro supuesto que se podria considerar, en concordancia con lo dis-
puesto en la ley francesa, es la infraccién del tramite de informacién publi-
ca. Al respecto, la sentencia del Tribunal Supremo de 2 de junio de 1993
(Ar. 4.512) declara que «los defectos que pudieran haberse producido en el
tramite de informacién publica del plan, abstraccién hecha de su concu-
rrencia o inconcurrencia, son circunstancias que si bien pudicran tener
relevancia en un recurso directo contra el acto de aprobacién del mismo,
carecen de toda ella en cl presente caso, en el que se esta indirectamente
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recurriendo el plan, ya que en el recurso indirecto segin es jurisprudencia
consolidada tinicamente pueden hacerse valer motivos de nulidad de fon-
do pero no de forma». Esto es, los meros vicios cn la tramitacién de la
informacién publica, por relevantes que scan, no pueden dar lugar a la es-
timacién del recurso indirecto, pero la falta misma de la informacién pu-
blica si podria dar lugar a su estimacion.

3. DISPOSICIONES APLICABLES A LAS SOLICITUDES DE LICENCIA CUANDO
SU DENEGACION HA SIDO ANULADA

El articulo L. 600-2 del Cédigo francés del urbanismo, en su actual re-
daccién, ordena que «cuando la denegacién de una solicitud de licencia de
uso o de utilizacion del suelo o la oposicién a una declaracién de obras re-
gidas por el presente c6digo haya sido objeto de anulacién jurisdiccional,
la solicitud de licencia o la declaracién confirmada por el interesado no
puede ser objeto de una nueva denegacién o ser condicionada con pres-
cripcioncs especiales con el fundamento de disposiciones de urbanismo
posteriores a la fecha de la decisién anulada siempre y cuando la anula-
ci6én haya devenido definitiva y la confirmacién de la solicitud o de la de-
claracién sea efectuada dentro de los 6 meses siguientes a la notificacién
de la anulacién al solicitante».

En Espafia, una cuestién que ha dado lugar a numerosas polémicas
(sobre todo por lo que se reficre a las licencias urbanfsticas) cs la relativa a
la determinacién de la normativa aplicable para resolver sobre ¢l otorga-
miento o denegacion de las licencias o autorizaciones administrativas, po-
lémica con dos posturas opuestas. Para la primera debe aplicarse la nor-
mativa vigente al tiempo de la solicitud y la segunda estima que debe es-
tarse a la norma aplicables al ticmpo de la resolucién del expediente,
siendo la primera postura la que ha preponderado (STS 5 de diciembre de
1983, Ar. 6.948; 23 de mayo de 1985, Ar. 4.121; y 5 de septiembre de 1986,
Ar. 5.961), no sin pronunciamientos en sentido favorable a la segunda
(STS 13 de octubre de 1986, Ar. 6.422).

Existe, finalmente, una doctrina cn sentido ecléctico, que tiene, progre-
sivamente, mayor respaldo, para la cual «la normativa aplicable al otorga-
miento de licencias est4 determinada por la fecha del acuerdo correspon-
diente, de suerte que si éste se produce dentro del plazo reglamentaria-
mente establecido ¢s la que est4 vigente en su fecha mientras que si se
produce extemporancamente c¢s la en vigor al tiempo de la solicitud, crite-
rio con el que se armonizan Jas exigencias del interés publico y las garanti-
as del administrado» (STS 26 de octubre de 1983, Ar. 5.979; 24 de abril de
1984, Ar. 2.008; y 2 de junio de 1993).

En Francia, partiendo de una concepcién revisora estricta de la juris-
diccién contencioso-administrativa, que no ha sido superada como en Es-
pafa, se estima que, en caso de anulacién jurisdiccional de la denegacién
de una licencia, procedera nueva solicitud y no su concesién por los tribu-
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nales. Y frente a la nueva solicitud no es posible oponer las disposiciones
de urbanismo posteriores a la fecha de la decisi6én anulada, siempre y
cuando la anulacién haya devenido definitiva v la confirmacién de la soli-
citud sea efectuada dentro de los 6 meses siguientes a la notificacién de la
anulacién al solicitante. Esto es, dentro de los seis meses siguientes a la
notificacién de la anulacién jurisdiccional de la denegacién de la licencia
al solicitante, éste puede pedir nueva licencia y la nueva licencia se regira
entonces por la legislacién vigente al tiempo de la primera denegacién. Se
estima, por tanto, que es aplicable Ia legislacién del momento de la (prime-
ra) resolucién administrativa. ’

4. COMUNICACION DEL RECURSO AL ORGANO ADMINISTRATIVO Y AL TITULAR
DE LA LICENCIA

El articulo L. 600-3 estatuye que «en caso de traslado por el Prefecto a
la jurisdiccién o de recurso contencioso-administrativo contra un docu-
mento de urbanismo o una decisién relativa al uso o utilizacién del suelo
regida por el presente codigo, el Prefecto o el recurrente, so pena de inad-
misibilidad, ha de notificar su recurso a quien haya adoptado la decisién y,
en su caso, al titular de la licencia. Esta notificacién debe igualmente reali-
zarse, en las mismas condiciones, en caso de solicitud que tienda a la anu-
lacién o modificacién de una decisién jurisdiccional relativa a un docu-
mento de urbanismo o una decisién sobre el uso o utilizacién del suelo. El
autor de un recurso administrativo ha de practicar, igualmente, la notifica-
cién, so pena de inadmisibilidad del recurso contencioso que pucda inten-
tar ulteriormente en caso de desestimacién del recurso administrativo».
Anade el articulo que «la notificacién prevista en el parrafo precedente
debe ser hecha mediante carta certificada con acuse de recibo, en un plazo
de 15 dfias naturales a contar desde la presentacién del traslado o recurso».
«Un Decreto en Consejo de Estado fijard las modalidades de aplicacién del
presente articulo».

En este precepto se contempla la comunicacién al 6rgano administrati-
vo y al titular de la licencia con extremo rigor, ya que se establece so pena
de inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo.

En Espaiia, la Ley de Régimen Juridico de las Administraciones Publi-
cas de 26 de noviembre de 1992 ha establecido el requisito de la comunica-
ci6én previa al 6rgano administrativo de la intencién de formular recurso
contencioso-administrativo (art. 110.3), vinculando este requisito con «la
interposicién de recurso contencioso-administrativo contra actos que pon-
gan fin a la via administrativa», con caracter general. As{, la necesidad de
aportar copia de la comunicacién previa viene establecida en el articulo
57.2 de la Ley de la Jurisdiccion (redactado por la d.a. 11.> LRJAP), que de
esta forma se inserta como requisito procesal examinable en via jurisdic-
cional. Si dicha comunicacién no se presenta, se ha de conceder un plazo
de 10 dias para su subsanacién, lo que, en rigor, deberia suponer la acredi-
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tacién de una comunicacién previa pero no, aunque asf se admita cn la ju-
risprudencia, la presentacién de una comunicacién «previa» posterior al
recurso contencioso-administrativo mismo. Ahora bien, de conformidad
con el articulo 57.3 de la Ley de la Jurisdiccién Contencioso-Administrati-
va, si, transcurrido el plazo de 10 dias concedido al efecto, no se presenta
la comunicacién previa, se ordenari cl archivo de las actuaciones. Por otra
parte, una vez interpuesto ¢l recurso contencioso-administrativo, se cmpla-
za a la Administracién demandada mediante la reclamacion del expediente
administrativo (arts. 61 y 63 LICA). A su vez, la Administracién debe noti-
ficar la remisién del expedicnte a los interesados, emplazandoles para que
puedan comparecer, y el tribunal puede ordenar ulteriores emplazamien-
tos si juzga que los practicados por la Administracién son insuficientes
(art. 64 LICA).

La primera diferencia entre el régimen francés y el espanol, aparte del
caracter especifico para ¢l urbanismo del primero, consiste en el caracter
posterior de la comunicacién en el primero, ya que debe efectuarse dentro
de los 15 dias posteriores a la formulacién del recurso contencioso-admi-
nistrativo, precisandose que ha de verificarse mediante carta certificada
con acuse de recibo y, por si no fuera suficientemente detallada la norma,
se autoriza para fijar, mediante Decreto, las modalidades de aplicacién
del preccpto. En Espana, la introduccion del requisito de la comunicacién
previa ha sido ampliamente criticado por su falta de utilidad, hasta el pun-
to de que el proyecto de nueva Ley de la Jurisdiccién Contencioso-Admi-
nistrativa lo elimina. Y una vez interpuesto el recurso, es el tribunal el que
emplaza a la Administracién demandada, la cual, a su vez, emplaza a los
demas interesados, cumpliéndose con ello, en principio, el derecho de to-
dos los interesados a intervenir en el proceso en que se ventilen derechos
o intereses legitimos de los mismos, no pareciendo necesario ni convenien-
te imponer al recurrente la carga de notificar la interposicién del recurso
por si mismo y menos bajo pena de inadmisibilidad. Segiin GONZALEZ PE-
REZ (11), la exigencia de la comunicacién previa «carece de sentido y pug-
na con el derecho a la tutela judicial efectiva, por lo que fue criticada con
gencralidad, salvo las contadisimas excepciones de los defensores a ultran-
za de la desafortunada LRJPA. La jurisprudencia (asf, ATS 20 de enero de
1994) ha admitido con la maxima amplitud la subsanacién de la falta de
acreditacién ¢ incluso de la falta de comunicacién». No parece, pues, que
pueda plantearsc en Espana la convenicncia de la exigencia de una comu-
nicacién posterior, menos ttil todavia, al estilo francés.

(11)  Régimen Juridico de las Administraciones Publicas y Procedimiento Administrati-
vo Comun, 2.” ed., Ed. Civitas, 1994, pags. 40 y ss., y Comentarios a la Ley de la Jurisdiccion
..., ob.cit., pag. 752.
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5. SUSPENSION DEL ACTO ADMINISTRATIVO

Por otra parte, el articulo L. 600-4 del cédigo francés determina que
«en todas las instancias jurisdiccionales en materia de urbanismo, la reso-
lucién jurisdiccional que otorgue un aplazamiento de ejecucién ha de indi-
car el o los medios adecuados que permitan la anulacién de la decisién im-
pugnada». En relacién con ello, segiin ¢l articulo L. 600-5, «cn todas las
instancias jurisdiccionales en materia de urbanismo, los presidentes de los
tribunales administrativos, los presidentes de tribunales administrativos
de apelacién, el vicepresidente del tribunal administrativo de Paris y los
presidentes de seccion de los tribunales administrativos y de los tribunales
administrativos de apelacién pueden, mediante orden adoptada al término
de un procedimiento contradictorio, otorgar o denegar el aplazamiento de
ejecucién de una decisién».

Quiz4 el orden empleado por el co6digo francés no sea el mas correcto,
debiendo ser anterior el articulo L. 600-5 al 600-4. Asi, segtn el articulo
L. 600-5, se¢ otorga al presidente del érgano jurisdiccional (como ocurre
en otras materias distinta al urbanismo) la facultad de suspender el acto
administrativo, facultad extensiva a los presidentes de seccién y al vice-
presidente del tribunales de Paris. La suspensién habra de adoptarse me-
diante un procedimiento contradictorio, esto es, oyendo a la parte que
pretende la suspensién y también a la Administraciéon demandada. Y si la
suspensién es acordada, la resoluciéon que la adopte debera indicar los
medios oportunos para la anulacion de la decisién, administrativa se en-
tiende, impugnada.

6. CONCLUSION

En conclusién, sorprende al jurista espafiol, acostumbrado a normas
escasas o de dificil interpretacién con una jurisprudencia vacilante y que
dista de la unificacién de doctrina, el caracter minucioso de la legislacion
francesa en la materia, que se ocupa, al detalle, de los problemas examina-
dos, no sélo con caracter general para lo contencioso-administrativo sino
especificamente para el contencioso-administrativo en materia de urbanis-
mo.

Destaca el tratamicnto de la impugnacion indirecta del planeamicnto
que, al menos con caracter general, convendria que resolviesc la legisla-
cién procesal administrativa espafiola, ampliando la escueta regulaci6n al
respecto. Otras normas, ecn cambio, como las relativas a la comunicacién
del recurso al 6rgano administrativo y al titular de la licencia no sélo pare-
cen excesivamente detalladas (y, aun asf, un Decreto en Conscjo de Estado
las desarrollara) sino, sobre todo, de escasa utilidad para la defensa del
destinatario dec la comunicacién y enervantes de la tutela judicial efectiva
del recurrente.
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Como en todo, ciertamente en el término medio consiste la virtud y si
ien no parece que nadie pretenda seguir ¢l modelo francés, tampoco es
ciosa Ja intervencién del legislador en determinados problemas plantea-
os a la luz de disposiciones legales y que la jurisprudencia, al menos en
casiones, no los soluciona de forma uniforme y no aporta, por ello, el gra-
o de seguridad jurfdica que, junto a la justicia, reclama todo Derecho.

312



	Inicio
	Artículo siguiente
	Artículo anterior
	Ayuda
	1950-2003
	1950-1959
	1950
	Núm. 1. Enero-Abril
	Núm. 2. Mayo-Agosto
	Núm. 3. Septiembre-Diciembre

	1951
	Núm. 4. Enero-Abril
	Núm. 5. Mayo-Agosto
	Núm. 6. Septiembre-Diciembre

	1952
	Núm. 7. Enero-Abril
	Núm. 8. Mayo-Agosto
	Núm. 9. Septiembre-Diciembre

	1953
	Núm. 10. Enero-Abril
	Núm. 11. Mayo-Agosto
	Núm. 12. Septiembre-Diciembre

	1954
	Núm. 13. Enero-Abril
	Núm. 14. Mayo-Agosto
	Núm. 15. Septiembre-Diciembre

	1955
	Núm. 16. Enero-Abril
	Núm. 17. Mayo-Agosto
	Núm. 18. Septiembre-Diciembre

	1956
	Núm. 19. Enero-Abril
	Núm. 20. Mayo-Agosto
	Núm. 21. Septiembre-Diciembre

	1957
	Núm. 22. Enero-Abril
	Núm. 23. Mayo-Agosto
	Núm. 24. Septiembre-Diciembre

	1958
	Núm. 25. Enero-Abril
	Núm. 26. Mayo-Agosto
	Núm. 27. Septiembre-Diciembre

	1959
	Núm. 28. Enero-Abril
	Núm. 29. Mayo-Agosto
	Núm. 30. Septiembre-Diciembre


	1960-1969
	1960
	Núm. 31. Enero-Abril
	Núm. 32. Mayo-Agosto
	Núm. 33. Septiembre-Diciembre

	1961
	Núm. 34. Enero-Abril
	Núm. 35. Mayo-Agosto
	Núm. 36. Septiembre-Diciembre

	1962
	Núm. 37. Enero-Abril
	Núm. 38. Mayo-Agosto
	Núm. 39. Septiembre-Diciembre

	1963
	Núm. 40. Enero-Abril
	Núm. 41. Mayo-Agosto
	Núm. 42. Septiembre-Diciembre

	1964
	Núm. 43. Enero-Abril
	Núm. 44. Mayo-Agosto
	Núm. 45. Septiembre-Diciembre

	1965
	Núm. 46. Enero-Abril
	Núm. 47. Mayo-Agosto
	Núm. 48. Septiembre-Diciembre

	1966
	Núm. 49. Enero-Abril
	Núm. 50. Mayo-Agosto
	Núm. 51. Septiembre-Diciembre

	1967
	Núm. 52. Enero-Abril
	Núm. 53. Mayo-Agosto
	Núm. 54. Septiembre-Diciembre

	1968
	Núm. 55. Enero-Abril
	Núm. 56. Mayo-Agosto
	Núm. 57. Septiembre-Diciembre

	1969
	Núm. 58. Enero-Abril
	Núm. 59. Mayo-Agosto
	Núm. 60. Septiembre-Diciembre


	1970-1979
	1970
	Núm. 61. Enero-Abril
	Núm. 62. Mayo-Agosto
	Núm. 63. Septiembre-Diciembre

	1971
	Núm. 64. Enero-Abril
	Núm. 65. Mayo-Agosto
	Núm. 66. Septiembre-Diciembre

	1972
	Núm. 67. Enero-Abril
	Núm. 68. Mayo-Agosto
	Núm. 69. Septiembre-Diciembre

	1973
	Núm. 70. Enero-Abril
	Núm. 71. Mayo-Agosto
	Núm. 72. Septiembre-Diciembre

	1974
	Núm. 73. Enero-Abril
	Núm. 74. Mayo-Agosto
	Núm. 75. Septiembre-Diciembre

	1975
	Núm. 76. Enero-Abril
	Núm. 77. Mayo-Agosto
	Núm. 78. Septiembre-Diciembre

	1976
	Núm. 79. Enero-Abril
	Núm. 80. Mayo-Agosto
	Núm. 81. Septiembre-Diciembre

	1977
	Núm. 82. Enero-Abril
	Núm. 83. Mayo-Agosto
	Núm. 84. Septiembre-Diciembre

	1978
	Núm. 85. Enero-Abril
	Núm. 86. Mayo-Agosto
	Núm. 87. Septiembre-Diciembre

	1979
	Núm. 88. Enero-Abril
	Núm. 89. Mayo-Agosto
	Núm. 90. Septiembre-Diciembre


	1980-1989
	1980
	Núm. 91. Enero-Abril
	Núm. 92. Mayo-Agosto
	Núm. 93. Septiembre-Diciembre

	1981
	Núm. 94. Enero-Abril
	Núm. 95. Mayo-Agosto
	Núm. 96. Septiembre-Diciembre

	1982
	Núm. 97. Enero-Abril
	Núm. 98. Mayo-Agosto
	Núm. 99. Septiembre-Diciembre

	1983
	Núm. 100. Enero-Diciembre

	1984
	Núm. 103. Enero-Abril
	Núm. 104. Mayo-Agosto
	Núm. 105. Septiembre-Diciembre

	1985
	Núm. 106. Enero-Abril
	Núm. 107. Mayo-Agosto
	Núm. 108. Septiembre-Diciembre

	1986
	Núm. 109. Enero-Abril
	Núm. 110. Mayo-Agosto
	Núm. 111. Septiembre-Diciembre

	1987
	Núm. 112. Enero-Abril
	Núm. 113. Mayo-Agosto
	Núm. 114. Septiembre-Diciembre

	1988
	Núm. 115. Enero-Abril
	Núm. 116. Mayo-Agosto
	Núm. 117. Septiembre-Diciembre

	1989
	Núm. 118. Enero-Abril
	Núm. 119. Mayo-Agosto
	Núm. 120. Septiembre-Diciembre


	1990-1999
	1990
	Núm. 121. Enero-Abril
	Núm. 122. Mayo-Agosto
	Núm. 123. Septiembre-Diciembre

	1991
	Núm. 124. Enero-Abril
	Núm. 125. Mayo-Agosto
	Núm. 126. Septiembre-Diciembre

	1992
	Núm. 127. Enero-Abril
	Núm. 128. Mayo-Agosto
	Núm. 129. Septiembre-Diciembre

	1993
	Núm. 130. Enero-Abril
	Núm. 131. Mayo-Agosto
	Núm. 132. Septiembre-Diciembre

	1994
	Núm. 133. Enero-Abril
	Núm. 134. Mayo-Agosto
	Núm. 135. Septiembre-Diciembre

	1995
	Núm. 136. Enero-Abril
	Núm. 137. Mayo-Agosto
	Núm. 138. Septiembre-Diciembre

	1996
	Núm. 139. Enero-Abril
	Núm. 140. Mayo-Agosto
	Núm. 141. Septiembre-Diciembre

	1997
	Núm. 142. Enero-Abril
	Núm. 143. Mayo-Agosto
	Núm. 144. Septiembre-Diciembre

	1998
	Núm. 145. Enero-Abril
	Núm. 146. Mayo-Agosto
	Núm. 147. Septiembre-Diciembre

	1999
	Núm. 148. Enero-Abril
	Núm. 149. Mayo-Agosto
	Núm. 150. Septiembre-Diciembre


	2000-2003
	2000
	Núm. 151. Enero-Abril
	Núm. 152. Mayo-Agosto
	Núm. 153. Septiembre-Diciembre

	2001
	Núm. 154. Enero-Abril
	Núm. 155. Mayo-Agosto
	Núm. 156. Septiembre-Diciembre

	2002
	Núm. 157. Enero-Abril
	Núm. 158. Mayo-Agosto
	Núm. 159. Septiembre-Diciembre

	2003
	Núm. 160. Enero-Abril
	Núm. 161. Mayo-Agosto
	Núm. 162. Septiembre-Diciembre



	Núm. 141 Septiembre-Diciembre 1996
	CUBIERTA Y PRIMERAS
	SUMARIO
	ESTUDIOS
	J. R. Parada Vázquez. España: ¿una o trina? Hacia el Estado de las Padanias de la mano de Herrero Rodríguez de Miñón
	M. Beato Espejo. Derechos de los usuarios del sistema sanitario a los diez años de la aprobación de la Ley General de Sanidad
	A. Dagnino Guerra. Propiedad privada y dominio público en materia viaria
	J. Bermúdez Sánchez. Mecanismos de protección y financiación en la arqueología urbana
	E. García de Enterría. Las expropiaciones legislativas desde la perspectiva constitucional. En particular, el caso de la Ley de Costas

	JURISPRUDENCIA
	Comentarios monográficos
	I. Sanz Rubiales. La legitimación de las asociaciones ecologistas en el proceso judicial. Comentario a la STC 34/1994, de 31 de enero
	F. González Botija. La declaración de ruina económica en el Derecho administrativo español

	Notas
	T. Font i Llovet y J. Tornos Mas. Contencioso-administrativo: En general
	R. Entrena Cuesta. Contencioso-administrativo: Personal


	CRÓNICA ADMINISTRATIVA
	España
	E. García-Trevijano Garnica. ¿Interrumpe el ejercicio de acciones penales el plazo de prescripción para exigir la responsabilidad patrimonial de la Administración? Sobre el alcance del artículo 146.2 de la Ley 30/1992
	J. A. López Pellicer. Actividades y servicios locales en el Reglamento de la Generalidad de Cataluña de 13 de junio de 1995, supuestos y formas de implantación
	R. Laza y Laza. La reforma de la jurisdicción contencioso-administrativa: un problema pendiente

	Extranjero
	F. García Gómez de Mercado. Urbanismo y contencioso-administrativo. Breves reflexiones en torno a la Ley francesa de 9 de febrero de 1994
	B. Noguera de la Muela. Ente local y S. A. prevalente: experiencia italiana. Comentario a la Sentencia de la Corte di Cassazione Sezione Unite núm. 4992/1995
	P. J. Peña. Desregulación y competencia en la Ley de Telecomunicaciones norteamericana de 1996
	J. C. Pielow. El nuevo marco jurídico del transpone por ferrocarril en Alemania
	A. Fayos Gardó. Reflexiones sobre la jurisprudencia norteamericana en materia de libertad de expresión: de Holmes a la sentencia del caso Internet


	DOCUMENTOS Y DICTÁMENES
	Conclusiones del Seminario de la Magdalena sobre la reforma de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa

	BIBLIOGRAFÍA


